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CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO C.App./D.12 

105.a reunión, Ginebra, mayo-junio de 2016  

Comisión de Aplicación de Normas  

  

  

Información suministrada por los gobiernos 
sobre la aplicación de los convenios ratificados 

Honduras Convenio núm. 169 

Honduras 

Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) 

Honduras (ratificación: 1995). El Gobierno ha comunicado la siguiente información 

por escrito. 

El Gobierno de Honduras informa a la Comisión de Aplicación de Normas sobre 

las acciones adoptadas en el cumplimiento del Convenio núm. 169, con base en las 

observaciones formuladas por el Consejo Hondureño de la Empresa Privada (COHEP) 

recibidas el 28 de agosto de 2015 y apoyadas por la Organización Internacional de 

Empleadores (OIE). 

I. Iniciativas en curso para establecer procedimientos 
apropiados que permitan la consulta y participación 
que requiere el Convenio 

1. Artículos 6 y 7 del Convenio: Se está trabajando con la mesa técnica interinstitucional del 

Convenio núm. 169, integrada por 19 instituciones del Gobierno para la elaboración, 

ejecución y seguimiento del instrumento legal de consulta. Ya se cuenta con el borrador del 

anteproyecto de ley marco de consulta previa, libre e informada a los pueblos indígenas 

y afrohondureños, desde el 27 de mayo se está procediendo a la etapa de socialización con 

los pueblos indígenas, para luego socializarlo con la empresa privada y las centrales de 

trabajadores. 

II. Avances de los procesos de saneamiento 
y titulación de tierras y la superficie cubierta 
por las titulaciones efectuadas 

2. Artículo 14. Tierras:  

2.1. Proceso de Saneamiento en dos casos: 

a) caso de Auka, se creó una Comisión Intersectorial en la cual se solicitó al Instituto 

Nacional Agrario (INA) realizar un avalúo de las mejoras útiles introducidas por 
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los pobladores no Misquitos por un monto de 1 251 357,00 lempiras (un millón 

doscientos cincuenta y un mil trescientos cincuenta y siete lempiras), y 

b) en el caso de Triunfo de la Cruz, está firme la sentencia, el INA deberá amojonar 

las áreas tituladas y un proceso de integración entre los Garífunas y los pobladores 

dentro del área, se tiene un plazo de dos años para realizar el trabajo.  

2.2. Resumen de titulación de tierras durante los años 2015-2016: 

a) áreas tituladas en una comunidad indígena de Guachipilin, con un total de 

1 445,74 hectáreas tituladas; 

b) áreas compradas a favor de tres comunidades; Chortí, Plan de Perico, Carrizalón 

y Chonco con un total de 123,55 hectáreas compradas, y 

c) áreas en proceso de titulación durante el año 2016 en tres comunidades indígenas 

para un total 93 852,12 hectáreas por titular. 

III. Proceso de consultas a los pueblos interesados antes 
de emprender o autorizar cualquier programa de prospección 
o explotación de recursos existentes en sus tierras 

2.3. Artículo 15. Recursos naturales: 

2.3.1. En la zona marítima de la Mosquitia, a efecto de realizar el proceso de 

exploración de hidrocarburos, se adoptó un proceso de consulta durante el 

período comprendido de septiembre a noviembre de 2013; se realizaron diez (10) 

asambleas de consulta con los consejos territoriales de la Mosquitia. 

2.3.2. Esta práctica de consulta previa, libre e informada se implementó desde el 2011; 

inicialmente se aplicó a proyectos hidroeléctricos localizados en la zona indígena 

Lenca del país (Intibucá y La Paz); abarcando el departamento de Gracias a Dios; 

comunidades de Awuas, Tikiuraya, Mocorón, Auka, Tipi Lalma, Kukuta, 

Yahurabila, Raya, Wampusirpe, Barra Patuca, Belén, Brus Laguna y Puerto 

Lempira. 

IV. Aplicación de la Ley General de Minería y de los procedimientos 
establecidos para respetar el derecho a la consulta si los 
intereses de los pueblos indígenas pudieran ser perjudicados 

2.3.3. Actividades de minería: En lo relacionado a explotación minera, la Ley 

General de Minería entró en vigencia el 23 de abril de 2013, y los 

otorgamientos que se han realizado a partir de esa fecha, aún se encuentran en 

etapa de exploración. Ninguno de éstos está en zonas que perjudiquen a los 

pueblos indígenas y afrodescendientes. La ley establece en el capítulo II, las 

zonas de exclusión de derecho minero, artículo 48, inciso d), zonas declaradas 

como patrimonio nacional y aquellas que la UNESCO haya declarado como 

patrimonio de la humanidad; y en el artículo 50 establece el régimen de tenencia 

del predio superficial, donde nos indica que no se puede afectar la propiedad que 

pertenece o enmarca un convenio o tratado internacional en materia de derechos 

de pueblos indígenas y afrodescendientes. 

2.3.4. El artículo 67 de la Ley General de Minería establece que previo a la resolución 

de otorgamiento de la explotación, la autoridad minera solicitará a la corporación 

municipal respectiva y la población realizará una consulta ciudadana en un plazo 
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no mayor a seis días. La decisión adoptada en la consulta es vinculante para el 

otorgamiento de la concesión de explotación. 

V. Protección en materia de contratación y condiciones 
de empleo así como una inspección del trabajo 
adecuada en las actividades de la pesca por buceo 

2.4. Artículos 20, 24 y 25. Protección de los derechos del pueblo misquito: El Grupo 

vulnerable de buzos con discapacidad del pueblo Misquito producto de accidentes de 

descompresión, son atendidos desde la Comisión Interinstitucional de Atención y 

Previsión de la Problemática de la Pesca por Buceo; se trabaja actualmente entre otras 

acciones: 

2.4.1. Elaboración del documento: «Protocolo de atención a pacientes descompresión», 

el cual se encuentra en su etapa de firma. 

2.4.2. En el tema laboral se ha llevado acabo la socialización de las reformas al 

reglamento de salud y ocupacional de la pesca submarina, el cual está a nivel de 

ejecución del Acuerdo Ministerial emitido por la Secretaría de Trabajo. 

2.4.3. Se está implementando actualmente el programa de becas para niños y niñas de 

hijos de buzos discapacitados con una cobertura de 33 beneficiarios. 

2.4.4. Se está implementando un proyecto de construcción de 98 viviendas para buzos 

discapacitados el cual se encuentra en la etapa de aprobación del bono total a 

través de Convivienda. 

2.4.5. La constitución del fideicomiso e identificado los proyectos de carácter 

productivo que están medianamente generando empleo: Empresa de Servicios 

Múltiples Unión de Pescadores de Kaukira y Kauma, que beneficia directamente 

53 familias. 

Informe en respuesta a las observaciones de 
la Confederación Unitaria de Trabajadores de 
Honduras (CUTH): «El caso del pueblo Tolupán» 

1. Informe especial de la Comisión Interinstitucional 
del Convenio núm. 169 y la CLPI 

1.1. Se cuenta con una versión de Gobierno del anteproyecto de ley de consulta previa, libre 

e informada, la cual fue revisada y aprobada por el Ministro de Trabajo, ésta misma 

será consultada a cada uno de los pueblos indígenas y afrohondureños y sus 

organizaciones, en la cual contaremos con el apoyo de la OIT como veedores y la 

asistencia técnica y financiera por parte del proyecto proderecho del PNUD. La 

calendarización inicia así: 

Fecha   Lugar    Pueblo indígena o 

afrohondureño 

 

27 y 28 de mayo  Catacamas   Pech 

30 y 31 de mayo  Juticalpa   Nahua 

6 y 7 de junio  Santa Rosa de Copán  Maya, Chortí 
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2. Revisión urgente a concesiones autorizadas 
sin consulta libre, previa e informada (CLPI) 

2.1. En marzo de 1994 se emitió el primer reglamento del Sistema Nacional de Evaluación 

de Impacto Ambiental (SINEIA), el cual ha sido objeto de varias ampliaciones, siendo 

en el SINEIA de 2009 (acuerdo núm. 189-2009) que se consigna, oficialmente, el 

mecanismo de la «consulta», para los procesos de licenciamiento ambiental, lo cual no 

fue obstáculo para que se estableciera como requisito, desde sus inicios, la publicación, 

tanto en medio escrito como radial, con la finalidad de hacer de conocimiento público 

el desarrollo de un proyecto. 

2.2. En resumen las consultas se han hecho de acuerdo a la legislación ambiental y las 

específicas de cada proyecto que sea concesionado dentro de estos procesos. 

3. Revisión urgente de las concesiones con consulta libre 
previa e informada (CLPI) que estén causando daños 

3.1. En relación a este punto, cada expediente registrado por proyecto concluye con una 

resolución mediante la cual se declara con o sin lugar; si es viable, se determinan las 

medidas de control ambiental, de obligatorio cumplimiento para los proponentes o 

titulares de esos proyectos, en caso de incumplimiento, existen sanciones 

administrativas pecuniarias que van desde el decomiso hasta el cierre temporal o cierre 

definitivo, dependiendo del incumplimiento de que se trate. 

4. Reparación de daños ambientales, y los culpables 
que sean investigados y sancionados 

4.1. MIAMBIENTE, cuenta con varios mecanismos como la Denuncia Ambiental, el 

Buzón de Denuncia Segura, la Línea 130 «Tu voz sí cuenta», Fuerza de Tarea 

Interinstitucional Ambiental (FTIA), Oficina de Transparencia, Sistema de Denuncias 

de la Fiscalía, y, proceso de consulta de expedientes en línea (SICU) para que los 

particulares, en caso de sentirse afectados, acudan a la institución a hacer uso del 

derecho constitucional de petición, denunciando cada hecho.  

5. Información sobre los 18 miembros tolupanes 
de San Francisco de Locomapa y sus familias 

5.1. En fecha 19 de diciembre de 2013, mediante resolución núm. 12/2013, la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) decretó medidas cautelares MC 416-13 

para 18 miembros del Movimiento Amplio por la Dignidad y la Justicia de la 

Comunidad Indígena de Locomapa y sus familiares sumando un total de 38 personas, 

que han sido víctimas de hostigamiento a sus vidas a raíz del asesinato de los indígenas 

Tolupanes: Ricardo Soto Medina, Armando Funes Medina y María Enriqueta Medina, 

hecho violento acontecido el 25 de agosto de 2013, en San Francisco de Locomapa. 

5.2. En fecha 30 de agosto de 2013, el Juzgado de Letras de la ciudad de Yoro libró orden 

de captura según expediente núm. 90-2013-7D, en contra de los Sres. Selin Eliazar 

Fúnez Bonilla y Carlos Roberto Varela Luque, por el delito de asesinato en contra de 

los indígenas antes mencionados. 

5.3. En fecha 22 de febrero de 2014 se implementaron las medidas cautelares ordenadas por 

la CIDH para tal efecto y con el propósito de asegurar el retorno a sus comunidades a 



  

 

ILC105-CApp-D12-[NORME-160602-2]-Sp.docx 5 

las personas que habían salido de sus hogares por supuestos actos de hostigamiento, se 

trasladó en esa oportunidad una comitiva integrada por varias comisiones del estado, 

entre ellas: Procuraduría General de la República, Ministerio Público y su Fiscalía 

Especial de las Etnias, Secretaría de Derechos Humanos, Justicia, Gobernación y 

Descentralización y la Secretaría de Seguridad a través del Departamento de Derechos 

Humanos. 

Informe general de la muerte de la dirigente 
ambiental Berta Cáceres 

1. Antecedentes 

1.1. Como antecedente a este lamentable hecho, en febrero de 2014, de manera oficial se 

solicitó la apertura en Honduras de una Oficina Permanente del Alto Comisionado de 

las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, con el objetivo de contribuir al 

mejoramiento de la situación de los mismos en el país. El acuerdo para la apertura fue 

formalizado el 4 de mayo de 2015, por lo que ahora se está a la espera del 

nombramiento del Representante de País. 

1.2. Berta Cáceres Flores fue lideresa de la comunidad indígena Lenca, uno de los mayores 

grupos étnicos del país. En 1993 cofundó el Consejo Cívico de Organizaciones 

Populares e Indígenas de Honduras (COPINH) para luchar contra la privatización de 

los ríos y los proyectos de presas hidroeléctricas de las inversiones internacionales. Fue 

ganadora en 2015 del prestigioso Goldman Environmental Prize. El 3 de marzo fue 

asesinada en su casa de habitación, después de haber recibido varias amenazas. 

2. Asesinato de la dirigente ambiental 

2.1. El repudiable homicidio se cometió en su casa en residencial El Líbano — con 

seguridad propia —, pero para la Secretaría de Seguridad un domicilio distinto al que 

había acordado Cáceres para recibir vigilancia, que originalmente era en el barrio El 

Calvario. La información establece que un vehículo se estacionó en horas de la 

madrugada frente a la vivienda donde ocurrió el crimen y minutos después escapó 

velozmente. 

3. Investigación 

3.1. El Presidente de la República Juan Orlando Hernández ha declarado de forma enfática 

que el Estado de Honduras ha sido atacado de manera directa con la muerte de Berta 

Cáceres, una dirigente que se había destacado a nivel nacional e internacional. Ella fue 

una mujer muy valiosa para Honduras, por lo que este crimen para nosotros es un 

crimen contra Honduras, es un golpe al pueblo hondureño. 

3.2. Desde el momento en que se conocieron los hechos se han activado todas las fuerzas 

de seguridad del Estado, tanto equipos de la Policía Nacional, como equipos de la 

Dirección de Inteligencia e Investigación, del Ministerio Público, de la Agencia 

Técnica de Investigación Criminal, de la Dirección de la Policía de Investigación, están 

dedicados a encontrar a los responsables y ponerlos a la orden de la justicia. 

3.3. Las investigaciones están en curso y se fortalecerán en la dimensión que sea necesario. 

La Presidencia de la República ha girado instrucciones a la Secretaría de Seguridad, 



  

 

6 ILC105-CApp-D12-[NORME-160602-2]-Sp.docx 

para que se active la Unidad de Delitos Violentos y se trabaje en coordinación con el 

apoyo probablemente de otros países que deseen colaborar para encontrar a los 

culpables y ponerlos a la orden de la justicia. 

3.4. La Fiscal Especial de las Etnias se encuentra liderando el proceso de toma de 

declaraciones y la propia investigación. Un equipo especializado de los Estados Unidos 

se ha sumado a la investigación. 

3.5. Con fecha 6 de marzo, el Presidente de la República solicitó también a nombre del 

Estado de Honduras, en una misiva dirigida al Alto Comisionado para los Derechos 

Humanos de las Naciones Unidas, pidiendo que su oficina acompañe todo el proceso 

de seguimiento e investigación en torno a la muerte de la Sra. Berta Cáceres. El día 

11 de marzo se recibió la respuesta afirmativa con el compromiso de proveer, de 

acuerdo con su metodología y mandato, el asesoramiento técnico en este proceso. 

4. Resultados 

4.1. El lunes 2 de mayo el Ministerio Público dio captura a cinco supuestos hechores, entre 

los que se encuentran los autores intelectuales y materiales de este abominable crimen, 

quienes por resolución judicial ya guardan prisión preventiva en la Penitenciaría 

Nacional. 

4.2. El cúmulo de evidencias científicas obtenidas hasta el momento permite prever que el 

resto de los responsables materiales e intelectuales serán definitivamente identificados 

y localizados, al tiempo que serán debidamente esclarecidas las circunstancias en que 

se produjo ese horrendo crimen. 

5. Conclusiones 

5.1. Además de la apertura en Honduras de una Oficina Permanente del Alto Comisionado 

para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas; se destaca que el Estado de 

Honduras ha dado muestras del compromiso en materia de derechos humanos y prueba 

de ello es que en los últimos años ha asumido con seriedad y prioridad el impulso y 

cumplimiento de la «Política y Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos». 

Además, se ha reconocido y abierto las puertas a los mecanismos de monitoreo de la 

situación de derechos humanos en el país, tanto a nivel interamericano como universal. 

5.2. Otra demostración del compromiso del Estado ha sido la rendición del segundo ciclo 

del Examen Periódico Universal (EPU) en 2015 y la adopción de las recomendaciones 

de este proceso. 

5.3. En la medida que avancen las investigaciones se estará informando a la OIT, así como 

a la opinión pública nacional e internacional sobre los resultados de las mismas, por 

ahora los juzgados competentes han declarado los expedientes en secretividad. 


